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Presentación realizada en la Jornada “Por un Trabajo Digno sin Violencia Laboral” OAVL-MTEySS – Diciembre de 2008
En primer lugar quiero agradecer a la coordinación de la OAVL el haberme invitado a compartir estas Jornadas “Por un trabajo digno, sin violencia laboral”.
Me han pedido que comente cómo están, hoy por hoy, las cosas en el sector público con relación a la violencia laboral y, fundamentalmente, cuál es la deuda que al respecto, todavía tiene pendiente el Estado con sus trabajadores. 

El ámbito laboral estatal ha sido señalado casi unánimemente por los autores como un campo más que propicio para el desarrollo de la violencia laboral, calificando al sector público como grupo de riesgo. 
Las razones sobre las que sostienen esta afirmación tienen que ver con: 

· una alta burocratización y rigidez de las estructuras de las organizaciones estatales; 

· una cultura interna que considera como valores prioritarios el poder y el control; 

· la cuestión de la estabilidad del empleo público y como consecuencia, la circunstancia de que el despido en el Estado no es tan simple, aparentemente, como en el sector privado; 
· el privilegio del principio de jerarquía en las estructuras estatales y la consecuente falta de democracia en las relaciones laborales;
· el carácter reglamentado de las organizaciones públicas; 
· un posible aislamiento de la dirigencia de la organización con relación al  entorno;
· la carencia de mecanismos de resolución de conflictos adecuados; y 
· cierta falta de respeto a los procedimientos instituidos.

No obstante estas apreciaciones de la doctrina y de los estudiosos, lo cierto es que el  sector público ha sido el primero en reconocer la existencia de la Violencia Laboral a través del Convenio Colectivo General de Trabajo para el Sector Público,  del Código de Ética en la Función Pública, del propio Marco Regulatorio del Empleo Público Nacional y su Decreto reglamentario, así como también de la legislación dictada por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires;  por las provincias de Buenos Aires, Tucumán, Entre Ríos, Santa Fe; Jujuy; el fracasado intento de Misiones; el Convenio Colectivo para la Administración Pública en la provincia de Salta y, retomando la posta en octubre pasado, el proyecto que la profesora Mestelán, diputada por Encuentro Ciudadano presentó para la provincia de Santa Cruz.
En el orden nacional, la inclusión de la violencia laboral en el Convenio Colectivo General para el Sector Público, homologado por Decreto N° 214/06, señala sin duda la particular consideración que el Estado Empleador y las Asociaciones Gremiales signatarias han otorgado a esta problemática.

El nuevo convenio concretamente avanza por sobre el texto del anterior, que incorporaba sólo la discriminación, la desigualdad de trato y limitaba la violencia laboral al supuesto de acoso sexual. 

Por lo demás, la firma entre el MTEySS y la Fiscalía Nacional de Investigaciones Administrativas del Convenio de Cooperación y Asistencia para la Prevención y Atención de la Violencia Laboral en el Ámbito Público; la creación en el Ministerio de la Oficina de Asesoramiento sobre Violencia Laboral, con facultades para recibir denuncias, las que en caso de referirse al sector público deberá remitir a la CIOT (Comisión de Igualdad de Oportunidades y Trato) creada por el Convenio Colectivo; la conformación por resolución de las máximas autoridades de los organismos públicos de las delegaciones jurisdiccionales de la CIOT; y, finalmente en particular en este Ministerio, los espacios institucionales reconocidos tanto la Oficina como a la delegación Trabajo de la CIOT, constituyen acciones concretas claramente demostrativas de la concientización del Estado en relación a la existencia de violencia en el ámbito de las relaciones laborales en el sector público. 
En este mismo camino algunos estados provinciales han dictado su propia legislación. Todas refieren al sector público, incluyendo algunas también al sector privado.
En cuanto a las definiciones que acercan, en general, toda la legislación apunta a una definición global de violencia laboral, en tanto unas pocas de esas leyes mencionan enunciativamente los supuestos de las formas comisivas posibles que están previstas en la definición que el Convenio Colectivo General de Trabajo proporciona,  con la particularidad en Tucumán, Entre Ríos y Buenos Aires, de incluir entre esas posibles formas la llamada “inequidad salarial”. Entre Ríos específicamente legisla sobre ella y la define como la disparidad entre hombres y mujeres, a igualdad de condiciones profesionales. 
Las leyes establecen también formas de difusión y de prevención, haciendo responsables no solamente al agresor sino a la organización empleadora. 
En cuanto a los procedimientos de investigación y sancionatorios, en general remiten a los procedimientos previstos en sus propios estatutos, a excepción de  la provincia de Entre Ríos que establece un procedimiento muy corto de determinación del supuesto de violencia laboral, con el que, en realidad,  no estoy de acuerdo. Creo que es un disparate pretender determinar en el breve lapso de 48 horas, estar o no estar frente a una verdadera víctima de violencia laboral en cualesquiera de las formas que están previstas y creo además que lesiona el principio de búsqueda de la verdad objetiva, si tenemos fundamentalmente en cuenta el carácter solapado de los comportamientos violentos y la carga emotiva de quien “siente” que es víctima.
Respecto a las sanciones, se determinan desde apercibimiento y suspensión hasta las sanciones expulsivas de cesantía y exoneración, de acuerdo con la gravedad del hecho que haya sido constatado, con la peculiaridad en Jujuy y Entre Ríos que imponen sanciones pecuniarias que oscilan entre los 5 y los 50 salarios mínimos, vitales y móviles. 
Si quisiéramos hablar de números, la Fiscalía de Investigaciones Administrativas en el período 2005-2008 ha recibido 400 denuncias, 189 de las cuales ha archivado por no corresponder a la competencia que, en el sector público, le corresponde.
Otras 45 denuncias fueron zanjadas sin necesidad de ordenar la instrucción de sumario, resolviéndose la situación laboral de la denunciante con un pase o con un traslado a otro lugar que la damnificada hubiera elegido.
En 4 situaciones, que corresponden al MTEySS, la Fiscalía asumió rol acusador; y en 115 ordenó la instrucción de sumario. Hay 47 denuncias que están pendientes de consideración respecto del trámite que deben seguir. 
Los ámbitos predominantemente denunciados en el caso de la Fiscalía han sido las Universidades Nacionales, los Hospitales Nacionales, que son los más afectados. Pero también han recibido denuncias contra ANSES, AFIP, Salud y el COMFER. 

Con relación a la CIOT, hasta estos últimos días, ha intervenido aproximadamente  en más de 70 presentaciones, derivando 50 denuncias a las áreas competentes para su tramitación. Los organismos involucrados como denunciados son: Educación, el Instituto de Obra Social del Ejército, el Ministerio de Defensa, el Servicio Nacional de Rehabilitación, el Ministerio de Trabajo, el Teatro Cervantes, el Ministerio de Economía, la Comisión Nacional de Regulación del Transporte y, en otros casos, Jefatura de Gabinete, Ministerio del Interior, el Instituto Geográfico Militar, el Instituto Nacional de Cine Artes Visuales, con muy pocas denuncias.
En cuanto a lo interno del Ministerio de Trabajo, la Dirección que tengo a cargo tramitó 16 investigaciones en el lapso comprendido entre fines del 2006 y el 2008. De esas 16 investigaciones, 9 se sustanciaron como sumarios administrativos y 7 tramitaron como informaciones sumarias. Francamente, puedo afirmarles que en las denuncias que fueron sometidas a consideración se ha presentado una suerte de abanico de comportamientos: desde una denuncia en donde hubo aplicación de sanción por encontrarse acreditada la violencia laboral, pasando por el estadio inferior del maltrato de la dirección, por falsas alegaciones de acoso moral, por comportamientos o  actos de violencia aislados, no repetidos, falta de respeto entre pares que fueron resueltos con una advertencia, un llamado a implementar entre ellos la cultura del respeto y finalmente una única denuncia de acoso sexual que tenía la particularidad de tener origen en una relación amical anterior y en la cual se acreditó que no había existido utilización del cargo o de la jerarquía en procura de obtener el favor de la denunciada.
En el ámbito del Estado, el propio Convenio Colectivo General de Trabajo categoriza a la violencia laboral como una falta grave en los términos del régimen disciplinario del empleo público, que trae aparejada, de comprobarse, la sanción de cesantía. La investigación se realiza en el marco de un sumario administrativo, adecuado en su tramitación a la herramienta procesal que significa el régimen de investigaciones.
Este régimen no es ni más ni menos idóneo que cualquier otro para investigar una situación de violencia. Creo, no obstante, que se dan dos particularidades. En primer lugar, una situación de violencia laboral necesita ser investigada en lapsos mucho más cortos que aquellos que nos proporciona el régimen de investigaciones administrativas. 
En segundo lugar, los organismos jurídicos que conformamos el servicio jurídico permanente de la jurisdicción estamos sometidos a la obligatoriedad de los dictámenes de la Procuración del Tesoro de la Nación y estos dictámenes dicen que los denunciantes no son parte en el proceso. 
Tengo opinión formada a este respecto. El régimen disciplinario en el Estado tiende a preservar y a reordenar el presunto desorden ocurrido en función de la posible existencia de un comportamiento irregular, con lo cual, el Estado, si bien es parte es a su vez víctima de ese comportamiento irregular.
La situación a la que nos enfrenta la violencia laboral nos pone por delante lo que en Derecho Procesal Penal se llamaría el “particularmente damnificado” ya que quien padece violencia laboral, es decir la persona sobre la cual se ejerce violencia laboral, es víctima de ese comportamiento. Creo entonces que esto debiera resolverse a través de un procedimiento especial que, en todo caso venga acollarado de la futura ley que en definitiva se dicte, y que reconozca a la víctima un espacio en el marco de la investigación, sin por ello convertir al Estado en juez de Montescos y Capuletos. Lo que quiero significar, es que el Estado, aún manteniendo su rol de víctima del comportamiento irregular de uno de sus funcionarios,  reconozca al denunciante una participación en este escenario que yo llamo de la investigación, toda vez que la víctima de la violencia ha sido particularmente ofendida por el comportamiento irregular de otro funcionario. 
Creo que se ha hecho mucho. También creo que todavía queda un largo camino por recorrer. Hay por delante una ardua tarea de mayor concientización, de detección, de prevención. 

Es imprescindible implementar políticas públicas que permitan cumplir con los tratados de derechos humanos, fomentar medidas y programas de índole cultural y educacional para la promoción y protección de estos derechos. 
Es decir, hay que informar, hay que educar, hay que prevenir sobre este tipo de violencia para lograr que la ética, la seguridad, el respeto mutuo, la tolerancia, la igualdad de oportunidades y la cooperación, se encuentren presentes en todos los niveles organizacionales estatales. El Estado debe promover la prevención, movilizar a los interlocutores sociales, fomentar la investigación y desarrollar  programas.

Los procedimientos de violencia laboral son tan destructivos para la salud física y psíquica de las personas, que reaccionar sólo para sancionar sería un fracaso. La sanción no debe ser un fin en sí mismo. 

El Estado y las asociaciones gremiales deberán generar la debida aprehensión de los deberes y valores cuyo quebrantamiento produce el disvalor que es reprochable.
Prevenir es preparar, es disponer con anticipación las cosas para un fin, es conocer de antemano un riesgo. La prevención de este fenómeno está basada en la posibilidad de lograr un sustancial cambio cultural de los valores, de las actitudes, de las expresiones verbales, de las maneras de interacción. 
Debe intervenirse de manera precoz. Recreando, si es necesario a través de talleres, los vínculos sociales entre los trabajadores,  talleres que reediten el concepto cultural de respeto. Esta recreación no podrá tener lugar sin el compromiso del Estado, el esfuerzo de los trabajadores y la plena concientización de ambos. Deben generarse estos espacios y deben generarse, además, los recursos para que la problemática sea  adecuadamente abordada. Los talleres, incluso grupales, permitirán no sólo un acercamiento entre los trabajadores sino que, además, habilitarán a las víctimas directas de la violencia el reconocimiento de su padecer, al mismo tiempo que el entorno y la organización podrán tomar conciencia de su silencio o, en el peor de los casos, de su complicidad, haciéndose entonces visibles los comportamientos abusivos.
Un índice de detección y prevención, que creo idóneo, lo constituye el relevamiento de las licencias médicas concedidas por el Estado a sus trabajadores y su  correlato con las enfermedades que importen repercusión en la salud, como consecuencia de violencia laboral. 
Esto, sumado a un profundo trabajo de análisis por parte de un equipo interdisciplinario con necesaria participación de médicos, de psicólogos, de psiquiatras, permitirá acercar un conocimiento, aunque sea aproximado, del emplazamiento de la organización frente a la problemática de la violencia.
Es también necesario formar formadores; deben crearse grupos profesionales, que superando la teoría, se constituyan en herramientas de intervención adecuadas, específicas. Insisto, grupos interdisciplinarios de detección, móviles incluso, que permitan una actuación eficaz antes de que se denuncie la existencia de la violencia.
Pero la prevención de la violencia no es sólo una cuestión de responsabilidad del Estado y de sus dirigentes. Concierne a todos los miembros de la sociedad. La violencia laboral es sólo posible si la sociedad lo permite, si la opinión colectiva la avala.
El reconocimiento de la existencia de esta perversa forma de establecer relaciones laborales es inexcusable para cualquier tarea preventiva que se encare. 
La violencia laboral puede destruir a un individuo, que sentirá vergüenza y humillación, que perderá su sentido, su dirección, su capacidad de reacción, que se paralizará, que se sentirá inútil, que cambiará incluso su carácter apareciendo trastornos psiquiátricos. La persona se convertirá en una extraña para sí misma, llegando a renunciar incluso a su propia identidad, se desvitalizará, se sentirá aplastada, perderá el ánimo, perderá la ilusión de vivir y se convertirá en un zombi. 
Por eso es que sólo en el marco de reeditar la dignidad como derecho inalienable del trabajador debe encararse cualquier política preventiva que se intente.
Creo que coronar lo hasta aquí hecho, que no es poco, con el dictado de legislación que con trascendencia nacional reconozca la violencia en el trabajo y prevea las formas de combatirla, es urgente. Quedamos todos invitados. 
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